
Miércoles 28 de enero de 2004

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito; de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular; de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro; de la Ley Federal de
Instituciones de Fianzas; de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros; de la Ley del
Mercado de Valores; de la Ley de Sociedades de Inversión, y de la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia
de la República.

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed:

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente

DECRETO

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A:

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES
DE CRÉDITO; DE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR; DE LA LEY DE LOS SISTEMAS DE
AHORRO PARA EL RETIRO; DE LA LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS; DE LA LEY

GENERAL DE INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS; DE LA LEY DEL
MERCADO DE VALORES; DE LA LEY DE SOCIEDADES DE INVERSIÓN, Y DE LA LEY GENERAL

DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMA el artículo 115, párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho
artículo 115 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar
como sigue:

ARTÍCULO 115.- ...........................................................................................................................................

........................................................................................................................................................................

Las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado, en términos de las disposiciones
de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones
que les resulten aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que realicen los miembros del consejo de administración, directivos,
funcionarios, empleados y apoderados, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y bancarias que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.



Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las instituciones de crédito y sociedades financieras de
objeto limitado deberán observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas instituciones y sociedades deban recabar para la apertura
de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite
plenamente la identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas instituciones y sociedades deberán resguardar y garantizar la seguridad de
la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido,
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones y sociedades sobre la
materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo,
señalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado deberán conservar, por al menos
diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo
establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto
limitado, quienes estarán obligadas a entregar información y documentación relacionada con los actos,
operaciones y servicios a que se refiere este artículo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará
facultada para obtener información adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información
a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo
establecido en los artículos 117 y 118 de esta Ley.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las
instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado, así como por los miembros del consejo de
administración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades
como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que
mediante dichas disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 110 de la presente Ley, con multa de
hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las instituciones de crédito y sociedades
financieras de objeto limitado, así como a los miembros del consejo de administración, directivos, funcionarios,
empleados y apoderados respectivos, y a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos,
ocasionen o intervengan para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en el artículo 25 de
esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado, sus miembros
del consejo de administración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse de dar
noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas
o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos
de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMA el artículo 124, y el artículo 130 fracciones XIV, segundo párrafo,
y XV, segundo párrafo, y se ADICIONA el artículo 130 con una fracción XVI de la Ley de Ahorro y Crédito
Popular, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 124.- Las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares, en términos de las disposiciones
de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la



Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones
que les resulten aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus Socios y Clientes, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso pudiese contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración,
administrador, comisario, directivo, funcionario, empleado, apoderado o algún miembro del Comité de
Supervisión.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares
deberán observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus Socios y Clientes, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas Cooperativas y Sociedades deban recabar para la apertura
de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite
plenamente la identidad de sus Socios y Clientes;

c. La forma en que las mismas Cooperativas y Sociedades deberán resguardar y garantizar la seguridad
de la información y documentación relativas a la identificación de sus Socios y Clientes o quienes lo hayan
sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las Cooperativas y Sociedades Financieras
Populares sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el
presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares deberán conservar, por al menos diez años, la
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en
éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, información y documentación relacionada con los actos,
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las Cooperativas y Sociedades
Financieras Populares estarán obligadas a proporcionar dicha información y documentación.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo
establecido en el artículo 34 de esta Ley.

Las reglas y los lineamientos que de ellas deriven a que se refiere este artículo deberán ser observadas
por las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares, así como por los miembros del consejo de
administración, administradores, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos,
así como por los miembros del Comité de Supervisión, por lo cual, tanto las Cooperativas y Sociedades como
las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante
dichas disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 126 de la presente Ley, con la multa
establecida por el artículo 130 fracción XVI de esta Ley.



Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares,
como a los miembros del consejo de administración, administradores, miembros del Comité de Supervisión,
comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así como a las personas físicas y
morales que, en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas entidades financieras
incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo
previsto en el artículo 122 de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares, los miembros de sus consejos
de administración, administradores, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, así como
los miembros del Comité de Supervisión, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás
documentación e información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas
expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e
información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO 130.- ...........................................................................................................................................

I. a XIII. ...........................................................................................................................................................
XIV. ................................................................................................................................................................

Igual sanción se impondrá a la Federación o Confederación que por cualquier medio impida que el
contralor normativo realice sus funciones de conformidad a lo previsto en esta Ley.

XV. .................................................................................................................................................................

Igual sanción se impondrá a las Entidades que no cumplan con lo dispuesto en el último párrafo del
artículo 105, estableciendo de forma clara y visible en sus sucursales, oficinas, en su publicidad y en toda la
documentación que utilicen para instrumentar sus operaciones, que no contarán con la protección de dicho
Fondo, hasta en tanto no hayan realizado las aportaciones al mismo durante el plazo a que se refiere
dicho párrafo, y

XVI. De 1,000 a 5,000 días de salario a la Entidad que incumpla con las disposiciones de carácter general
a que se refiere el artículo 124 de esta Ley.

ARTÍCULO TERCERO.- Se ADICIONAN los artículos 100, con una fracción XXVII, pasando la actual
fracción XXVII a ser fracción XXVIII, y el artículo 108 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro,
para quedar como sigue:

ARTÍCULO 100. .............................................................................................................................................
I. a XXVI. ........................................................................................................................................................
XXVII. Multa de dos mil a veinte mil días de salario a la administradora que incumpla con las disposiciones

de carácter general a que se refiere el artículo 108 Bis de esta Ley;

XXVIII. Las infracciones a cualesquiera de las normas de esta Ley, de las leyes de seguridad social, así
como las disposiciones que de ellas emanen en relación con los sistemas de ahorro para el retiro y que no
tengan sanción especialmente señalada en este artículo serán sancionadas con multa de un mil a veinte mil
días de salario.

ARTÍCULO 108 BIS.- Las administradoras, en términos de las disposiciones de carácter general que
emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión, estarán
obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones



señaladas en la misma, que realice o en la que intervengan algún miembro del consejo de administración,
administrador, directivo, funcionario, empleado o apoderado.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las administradoras deberán observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar
los antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas administradoras deban recabar para la apertura de cuentas
o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite plenamente
la identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas administradoras deberán resguardar y garantizar la seguridad de la
información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido,
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las administradoras sobre la materia objeto de
este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, señalarán los
términos para su debido cumplimiento.

Las administradoras deberán conservar, por al menos diez años, la información y documentación a que se
refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la
Comisión, información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere
la fracción II de este artículo. Las administradoras estarán obligadas a proporcionar dicha información y
documentación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información
adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la
obligación de confidencialidad legal.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las
administradoras, así como por los miembros del consejo de administración, administradores, directivos,
funcionarios, empleados y apoderados, por lo cual, tanto las entidades como las personas mencionadas serán
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión, conforme
al procedimiento previsto en el artículo 99 de la presente Ley, con la multa establecida por el artículo 100,
fracción XXVII, de esta Ley.

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las administradoras, como a sus miembros del
consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así
como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que
dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio de
lo anterior, la Comisión, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto
en el artículo 52 de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión, las
administradoras, sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios,
empleados y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e
información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente
en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación
a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO CUARTO.- Se REFORMA el artículo 91 de la Ley de Sociedades de Inversión, para quedar
como sigue:



ARTÍCULO 91.- Las sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de
sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, en términos de las disposiciones
de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la
Comisión, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración,
administrador, directivo, funcionario, empleado o apoderado.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y bursátiles que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las sociedades operadoras de sociedades de inversión,
distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, deberán
observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas sociedades y distribuidoras deban recabar para la apertura
de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite
plenamente la identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas instituciones y sociedades y distribuidoras deberán resguardar y garantizar
la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o
quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente
artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las sociedades y distribuidoras sobre la
materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo,
señalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de
inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, deberán conservar, por al menos diez años, la
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en
éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de
la Comisión, información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere la
fracción II de este artículo. Las sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones
de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, estarán obligadas a proporcionar dicha
información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo.
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información adicional de otras
personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo
establecido en el artículo 55 de esta Ley.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las
sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y,



en su caso, las sociedades de inversión, así como por los miembros del consejo de administración,
administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades
como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que
mediante dichas disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión conforme al
procedimiento previsto en el artículo 84 de la presente Ley, con multa de hasta 100,000 días de salario
mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las sociedades operadoras de sociedades de
inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión,
como a los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y
apoderados respectivos, así como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos, ocasionen o
intervengan para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la
misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder
conforme a lo previsto en el artículo 80 de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión, las sociedades
operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su caso,
las sociedades de inversión, sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos,
funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás
documentación e información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas
expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e
información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO QUINTO.- Se REFORMA el artículo 52 Bis 4 de la Ley del Mercado de Valores, para quedar
como sigue:

ARTÍCULO 52 BIS 4.- Las casas de bolsa y especialistas bursátiles, en términos de las disposiciones de
carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones
que les resulten aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración,
administrador, directivo, funcionario, empleado o apoderado.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y bursátiles que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las casas de bolsa y especialistas bursátiles, deberán
observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas casas de bolsa y especialistas bursátiles, deban recabar
para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas
presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes;



c. La forma en que las mismas casas de bolsa y especialistas bursátiles, deberán resguardar y garantizar
la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o
quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente
artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las casas de bolsa y especialistas bursátiles,
sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente
artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las casas de bolsa y especialistas bursátiles, deberán conservar, por al menos diez años, la información y
documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros
ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, información y documentación relacionada con los actos,
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las casas de bolsa y especialistas
bursátiles estarán obligados a proporcionar dicha información y documentación. La Secretaría de Hacienda y
Crédito Público estará facultada para obtener información adicional de otras personas con el mismo fin y a
proporcionar información a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo
establecido en el artículo 25 de esta Ley.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las casas
de bolsa y especialistas bursátiles, así como por los miembros del consejo de administración, administradores,
directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las
personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas
disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 50 Bis de la presente Ley, con multa
de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.

Las mencionadas multas podrán ser impuestas a las casas de bolsa y especialistas bursátiles, como a los
miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados y
personas físicas y morales, que en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas
entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio de lo
anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá
proceder conforme a lo previsto en el artículo 42 de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, las casas de bolsa y especialistas bursátiles, sus miembros del consejo de
administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse
de dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas
o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos
de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO SEXTO.- Se REFORMA el artículo 112, párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho
artículo 112 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, para quedar
como sigue:

ARTÍCULO 112.- ...........................................................................................................................................

........................................................................................................................................................................

Las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, en términos de las disposiciones de carácter general
que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión Nacional
de Seguros y Fianzas, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten
aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y



II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiera ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración,
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas,
deberán observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, deban
recabar para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que
ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, deberán resguardar
y garantizar la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y
usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme
al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones de fianzas y los agentes de
fianzas, sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el
presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, deberán conservar, por al menos diez años, la
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en
éste u otros ordenamientos aplicables. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para
requerir y recabar, por conducto de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, información y documentación
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las
instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, quienes estarán obligados a proporcionar dicha información
y documentación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información
adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información
establecidas por vía contractual, ni a lo establecido por el artículo 126 de esta Ley, ni a lo dispuesto en
materia del secreto propio de las operaciones a que se refiere el artículo 46 fracción XV, en relación con los
artículos 117 y 118 de la Ley de Instituciones de Crédito. Las disposiciones de carácter general a que se
refiere este artículo deberán ser observadas por las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, así
como por los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados,
factores y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las personas mencionadas serán
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas conforme al procedimiento previsto en el artículo 110 de la presente Ley, con multa
de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.



Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas,
como a sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados,
factores y apoderados respectivos, así como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos,
hayan ocasionados o intervenido para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en los artículos 82 y 87
de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional
de Seguros y Fianzas, las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, sus miembros del consejo de
administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados, deberán
abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo,
a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para
requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será
sancionada en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se REFORMA el artículo 140, párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho
artículo 140 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley General de Instituciones y Sociedades
Mutualistas de Seguros, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 140.- ...........................................................................................................................................

........................................................................................................................................................................

Las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros, en términos de las
disposiciones de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la
previa opinión de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, estarán obligadas, en adición a cumplir con las
demás obligaciones que les resulten aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración,
directivos, funcionarios, empleados y apoderados.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las instituciones y sociedades mutualistas de seguros
y los agentes de seguros deberán observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas instituciones, sociedades y agentes deban recabar para la
apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que
acredite plenamente la identidad de sus clientes;



c. La forma en que las mismas instituciones, sociedades y agentes deberán resguardar y garantizar la
seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes
lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente
artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones y sociedades mutualistas de
seguros y agentes de seguros sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general
a que se refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros deberán conservar, por al
menos diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio
de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la
Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, información y documentación relacionada con los actos,
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las instituciones y sociedades
mutualistas de seguros y los agentes de seguros, estarán obligados a proporcionar dicha información y
documentación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información
adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información
establecidas por vía contractual, ni a lo dispuesto en materia del secreto propio de las operaciones a que se
refiere el artículo 46 fracción XV, en relación con los artículos 117 y 118 de la Ley de Instituciones de Crédito.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las
instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros, así como por los miembros del
consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados
respectivos, por lo cual, tanto las instituciones y sociedades como las personas mencionadas serán
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas conforme al procedimiento previsto en el artículo 138 de la presente Ley, con multa
de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y
los agentes de seguros, así como a sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos,
funcionarios, empleados, factores y apoderados y personas físicas y morales, que en razón de sus actos,
hayan ocasionado o intervenido para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en los artículos 23 y 31
de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas, las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros, sus
miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y
apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que
se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los
ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación a
estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO OCTAVO.- Se REFORMA el artículo 95, párrafos cuarto al séptimo, se ADICIONA dicho
artículo 95 con los párrafos octavo al décimo tercero, y el artículo 95 Bis de la Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares del Crédito, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 95.- .............................................................................................................................................

........................................................................................................................................................................

........................................................................................................................................................................

Las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio, en términos de las disposiciones de carácter
general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les
resulten aplicables, a:



I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración,
administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio
deberán observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;

b. La información y documentación que dichas organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio
deban recabar para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios
que ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio deberán
resguardar y garantizar la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus
clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados
conforme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las organizaciones auxiliares del crédito y
casas de cambio sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se
refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio deberán conservar, por al menos diez años, la
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en
éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, información y documentación relacionada con los actos,
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las organizaciones auxiliares del crédito
y casas de cambio, quienes estarán obligadas a proporcionar dicha información y documentación. La
Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información adicional de otras fuentes
con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información
establecidas por vía contractual.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las
organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio, así como por los miembros del consejo de
administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual,
tanto las entidades como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las
obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan.



La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 88 de la presente Ley, con multa de
hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal.

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las organizaciones auxiliares del crédito y casas de
cambio, así como a sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios,
empleados y apoderados respectivos, así como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos,
hayan ocasionado o intervenido para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en el artículo 74 de
esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio, sus miembros del consejo
de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse de
dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas
o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos
de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO 95 BIS.- Las personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero, en términos de las disposiciones de carácter general que emita la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión del Servicio de Administración Tributaria, estarán
obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo
400 Bis del mismo Código, y

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto del Servicio de Administración
Tributaria, reportes sobre:

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior, y

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración,
administrador, directivo, funcionario, empleados, factor y apoderado.

Para efectos de lo previsto por este artículo, se entenderá por transmisor de dinero, a la persona que, de
manera habitual y a cambio del pago de una contraprestación, comisión, beneficio o ganancia, recibe en el
territorio nacional derechos o recursos en moneda nacional o divisas, directamente en sus oficinas, o por
cable, facsímil, servicios de mensajería, medios electrónicos o transferencia electrónica de fondos, para que
de acuerdo a las instrucciones del remisor, los transfiera al extranjero, a otro lugar dentro del territorio nacional
o para entregarlos en el lugar en el que los recibe, al beneficiario designado.

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información.

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las personas que realicen las actividades a que se refiere
el artículo 81-A y los transmisores de dinero deberán observar respecto de:

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen;



b. La información y documentación que dichas personas que realicen las actividades a que se refiere el
artículo 81-A y los transmisores de dinero deban recabar para la apertura de cuentas o celebración de
contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite plenamente la identidad
de sus clientes;

c. La forma en que las mismas personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero deberán resguardar y garantizar la seguridad de la información y documentación
relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos,
operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las personas que realicen las actividades a
que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero sobre la materia objeto de este artículo. Las
disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido
cumplimiento.

Las personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero
deberán conservar, por al menos diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del
párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto del
Servicio de Administración Tributaria, información y documentación relacionada con los actos, operaciones y
servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las personas que realicen las actividades a que se
refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, quienes estarán obligadas a proporcionar dicha
información y documentación.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información
establecidas por vía contractual.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las
personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, así como
por los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores
y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las personas mencionadas serán
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan.

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por el Servicio de
Administración Tributaria, con multa de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el
Distrito Federal, en términos de su Ley.

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las personas que realicen las actividades a que se
refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, así como a sus miembros del consejo de administración,
administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados respectivos, así como a las
personas físicas y morales que, en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas
entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma.

El Servicio de Administración Tributaria tendrá la facultad de supervisar, vigilar e inspeccionar el
cumplimiento y observancia de lo dispuesto por este artículo, así como por las disposiciones de carácter
general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en términos del mismo.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Servicio de Administración
Tributaria, las personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de
dinero, sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados,
factores y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e
información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente
en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación
a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.



México, D.F., a 28 de diciembre de 2003.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Juan de
Dios Castro Lozano, Presidente.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, Secretario.- Dip. Ma. de Jesús Aguirre
Maldonado, Secretario.- Rúbricas".

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintidós días del mes de enero de
dos mil cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago Creel Miranda.-
Rúbrica.


